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SENTENCI'

E~ NOMBRE DEL REY

BOE núm. 129. Suplemento

l. Por escrito presentado en el Registro General de este Tribunal el
día 4 de marzo de- 1988. y en el Juzgado dt' Guardia el 3, doña María
dl' lo~ Angeles Manriquc Gutiérrez. actuando en nombre de «Foto. Cine
\ Video Universal. Sociedad Anónima». interpuso recurso de amparo
contra l'I -\ulO de la Sala Primera del Tribunal Supremo de 5 de febrero
anterior. por el que ~c inadmitió el recurso de- casa('Íón interpuest.o por
la <il'm;¡ndantc contra ¡<I S('nH:ncia de la Sala de lo Civil de la AudIenCIa
Territorial de Madrid. de 15 de julio de 1987.

Cine v Video UlllversaL SOCIedad Anónima». contra Auto de la Sala
Priméra del Tribunal Supremo que acordó la inadmisión del recurso de
casación interpuesto contra Sentencia de la Sala Tercera de lo Civil de
la Audlencia Territorial de Madrid dictada en proceso sobre impugna­
ción d{' Acuerdos sociales. Han comparecido el Ministerio Fiscal y el
Procurador don Albita Martínez Díez. en rcpresentació~ de don Juan
SImón Malina \' don Manuel García Fernández. Ha Sido Ponente el
l\logistrado don -Eugenio Díaz Eimil. quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

adjudicación de la plaza de Pediatría de la Seguridad Social de El Ferro!
a favor del señor Zapata Barro, a este se le notificó con fecha I de marzo
de 1985, «en mano, por funcionario de la Dirección Provincial del
Insalud en La Coruña» la referida reclamación, para que «en el plazo de
diez días hiciera las alegaciones que a su derecho conviniesen. sin que
figure que hasta la fech~. haya hecho uso de e~te derechC')), lo que pone
claramente de manifiesto que, qUIen afirma en este momento haber
sufrido indefensión, tuvo noticia cierta y plena constancia de que la
resolución por la oue se proponía le fuese adiudicada la plaza en
CloleslÍon había sido recurrida. sin que. no obstante, ninguna alegaCión en
defensa de su derecho formulara. De este modo. la falta de diligencia.
al desentenderse de la posible ilegalidad del acto que le afectaba a pesar
de tener constancia de que frente al mismo otro de los concursantes
había recurrido en vía administrativa, priva. pues, de toda consistencia
a la invocación del derecho <.l la no indefensión. que, sólo cuando el
de~arrollo de las actuaciones le han deparado un resultado negativo para
sus intereses, ha venido a plantear. Y c'\ que, como ya hemos señalado
con profusión. quien se dice interesado no puede desentenderse de la
posible ilegalidad del acto administrativo que le afecta cuando le consta
que dicho acto ha sido impugnado en vía administrativa (ehtre otras.
SSTC 150/1986, 182/1987 Y 208/1987).

5, Finalmente, y a mayor abundamiento, una rigurosa aplicación
de los requisitos exigibles para la viabilidad procesal del recurso de
amparo planteado. habría hecho. incluso. innecesario el precedente
análisis. Y ello porque. a pesar de haberse admitido a trámite la
demanda. con po~)\erioridad -en concreto con ocasión de las alegaciones
formuladas por el propio solicitante de amparo en el incidente de
suspensión de la ejecución de la resolución judicial impugnada- se ha
tenido por este Tribunal constancia de que en fecha anterior a que
solicitara de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Territorial de La Coruña la notificación de la Sentencia· objeto del
presente recurso. el recurrente conocía ya la existencia. Así 10 ha
advertido. justamente. el Ministerio Fiscal, una vez que el recurrente.
como consecuencia de la ejecución de la Sentencia. causó baja en el
puesto para el que había sido nombrado el día 12 de agosto de 1987.
esperando. sin embargo, hasta el 30 de noviembre siguie.nte para
solicitar que se le notificase formalmente la referida Sentencia, momento
a partir del cual, y dentro del plazo de veinte días. interpuso el presente
recurso de amparo.

Sin embargo. de acuerdo con la doctrina de este Tribunal antes
resumida (fundamento jurídico 2."), es palmario que. dado que, al
menos desde el 12 de agosto de 1987. el recurrente tuvo ocasiórr de
solicitar e'\a notificación a fin de demandar seguidamentc amparo, su
actuación. dejando transcurrir más de tres meses para proceder de tal
modo. ha carecido. obviamente. de la mínima diligencia exigible y, por
tanto. la interposición de! recurso ha sido manifiestamente extemporá­
nea.

En atención a lo expuesto, el Tribunal Constitucional. POR LA
Al:TORIDAD QUE Lf CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
ESPAÑOLA.

Ha decidido
Dese~t¡mar el recurso de amparo interpuesto por don Antonio

Zapata Barro.

Publiquese esta Sentencia en el (Boletin Oficial del Estado».
Dada en Madrid. a veintitré'\ de abril de mil novecientos

noventa.-Franci5co Rubio LJorente.-Antonio Truyol Serra.-Eugenio
Díal Eimil.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer.-Jose Luis de.los
Mozos y de los Mozos.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Firmados y rubnca­
dos

Salu Segulldu_ .)'enICllcia 73jlYYO, dc 23 do:' ubril. Recurso
de U/l/puro 3Yf¡jIY88. Con/ra AlIro dc I(} Salu Primera del
TrihulIl1l.':;upremo illadlllilielldo recurso de casución colllra
.)·('II!cllcia de la AI/dienda Territoriul de .\lodrid die/ado en
proceso de impugnaCión sobre Acuerdos sociales. "ulnera­
(I()/I de/ derecho a lu fll/e/u judiciul cféc!ira por insuficicnte
lIIo/iracitJll del .-IUlo de inadmi_\ión
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rido ano 44.2 de la LOTe. si bien {(computando el plazo desde que la
parte recurrente en amparo tuvo conociMiento suficiente y fehaciente de
la Sentencia dictada por el órgano judicial. dándose por informada de su
alcance material, puesto que esta noticia es equivalente por su contenido
a la pro\"eniente de la notificación procesal, debiendo por ello entablar
recurso de amparo dentro del plazo de veinte días, y sin poder extender
sus limites temporales más allá de su alcance. dejando a su arbitrio la
extensión. con ilimitado ejercicio del derecho a iniciar el proceso
constitucional» (ATe 642/1984, fundamt'nto .iurídico 2.°).

De este modo. habrá tambien que determmar si el solicitante de
amparo tuvo conocimiento matcnal de la Sentencia dictada en el
proceso al que no fue emplazado en un momento anterior al que
formalmente ha adoptado como dies a ¡¡uo para el cómputo del plazo de
\ cinte días. porque. si así fuese. la demanda de amparo necesariamente
incurriría en l'\temporaneidad y. por tanto. habría de ser rechazada.

J. Con arreglo a los criterios expuestos, el estudio de las actuacio­
nes iudiciales pr('\-ias pone de manifiesto que. interpuesto recurso
conl¡'nnúsn~administrativopor don José Antonio Conizas Lleida contra
la resolución de la Comisión Central de Reclamaciones del Ministerio
de Sanidad ~ Consumo dt: 19 de abril de 1985. por el que se propuso
la adjudicación de la plaza de Facultativo de la Seguridad Social en El
rcrrol (especialidad de Pediatría-Puericultura) a favor del ahora solici­
tante de amparo, así como contra la posterior Resolución de la
Subsecretaría de Sanidad y Consumo de 23 de septiembre de 1985.
desestimatoria del pertinente recurso de alzada. la Sala de lo Con ten­
Lio,;o-A.dministrali\-o de la Audiencia Territorial de La Coruna. por
pro\idencia de 14 de febrero de 1986. acordó se dirigiera exhorto nI Juez
decano de Primera Instancia de los de El Ferro!. a fin de que, con entrega
de la correspondIente cédula. se emplazase a don Antonio Zapata Barro,
'>i hien la citación no dio resultado alguno. por cuanto dirigida a su
rl(llllbre al Ambulatorio de la Seguridad Social de El Ferrol resultó no
ennllltrarse trabajando en el cHado centro, desconociéndose el nuevo
dt,stino o domicillo del mismo. Consecuentemente. por nueva pro,,·iden­
cia dI.' ~9 de noviembre de 1986, la Sala acordó se k emplazase por
J1ll'dio del correspondiente edicto en el (Boletín Oficial de la Provincia
d(' La Coruna». lo cual así se hizo. inseründose el anuncio en el Boletín
del día 12 de diciembre siguiente.

Se nidencia. pues. que la Sala actuó correctamente, en la medida en
que. constatando la legitimación del señor Zapata Barro para compare­
cer en el prOceso contencioso-administrativo: adop::ó las medidas
pertrnl'nles pura emplazarle mediante citaCIón personal y dIrecta. Sin
que el resultado negativo que se obtuvo pueda ser imputado a falta
;}lguna de diligencia por parte de la Sala. que, a partir de ese momento.
nI) lu\O rmí~ opción que la de proceder al emplazamiento por medio del
correspondiente edicto.

Lu conclusión. por ello mismo. no puede ser otra que la de rechazar
yUl' la no efceti\·idad del emplazamiento personal que S'~ intentara haya
podido leSionar el derecho a la no Indefensión del recurrente. yo que
cuando se ha obsen·ado eS3 l'xigencia el Tribunal y éste no dispone de
mas medios para poder locali7.ar personalmente al int.~resado, ningún
reparo cahc oponer a que. como última posihilidad. se utilice la vía del
edll'1o.

-+ En el presente caso concurre. además, otra circunstancia que.
aun l'uando no hubiese mediado la frustrada citación pt''fsonal y directa
al ahora recurrente en a'mparo. emplazándole para comparecer en el
proceso comencioso-administralivo, habría determinado. igualmente. el
rechazo de la Ílwocada infracción del arto 24.1 de la Constitución.

Baste reparar. a tal efecto. que. tal como se declara en la propia
rC,>oIUClOD de la ComISIón Central de Reclamaciones dd MinisteriO de
Sanidad y Consumo de 19 de abril de 1985 'que desestimó la reclamación
formulada por el senor Conizas L1eida y confirmó la propuesta de

En el recur'>o de amparo num 3Y6/88. interpue'\lO por la Procura­
dor;) donaA.ngek~ \1anrique_ en nomhre ~ r('prc'>cntación de «FolO.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. compuesta por don
Francisco Rubio L1orente. Presidente. don Antonio Truvol Serra. don
Eug('nio Dial Eimil. don Migud Rodríguez-Piñero y Bravo·Ferrer, don
.10'>(; Luis de los Mozos Y, de los Mozos y don Alvaro Rodríguez Bereijo.
\1aglstrados ha pronun(lado

la siguiente
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¿. La demanda se fundamenta en los siguientes hechos:
a) Por la representación procesal de don Juan Simón Malina y don

\1anuel García Fernándcz se formuló demanda de impu$nación de
\cuerdos sociales contra la Sociedad aclOra que fue sustanciada por el
Juzgado de Primera Instancia núm. 18 de Madrid en Auto núm.
16n183. de <lcuerdo con la tramitación prevista en el arto 70 de la Ley
k Sociedades Anónimas_

La citada tramitación supone que una vez practicada la prueba. el
luez emplaza a las partes para que comparezcan ante la AudIenCIa
rcrritorial para efectuar alegaciones y comentario de pruebas. dictando
.,cntcncia la Audiencia en primera y única instancia, contra la que
inicamente cabe el recurso de casación ante el Tribunal Supremo.

h) La Audiencia Territorial de Madrid dictó Sentencia el día 15 de
ulio dl' 1987 por la que, estimando la demanda, se declaran nulos los
\cuerdos resenados en el fundamento 5.° de la misma.

La Sentencia se basa en el fundamento cuarto. en el que se contempla
~Ul' no se h3. acreditado que en la fecha de los :~.cuerdos impugnados los
1cmandantes no fueran. socios, por haber vendido sus. acciones en
jocumento de II de nOVIembre de 1982. ({que nt se acredIta ni aparece
·esenado».

e) Preparado el recurso de casación se interpuso en base a los
;iguientes motivos de casación:

1) Al amparo del art. 1.692.4 de la LEC en cuanto existe error en
a apn:ciaeión de la prueba, basado en documentos que obran en autos
y que han sido sena lados y apOrlados a los mismos, que demuestran la
~qui\,(lCación del Juzgador y sin resultar contradichos por otros e1emen­
.os probatorios.

2) Aplicación indebida de los arls. 48, 49. 53, 55. 56. 60. 61 y 66
le la Ley de Sociedades Anónimas en relación a la Junta General
::xtraordinaria en que se tomaron los acuerdos impugnados y los arIs.
71. 73. 75. 76. 77 Y 79 en relación al Consejo de Administración

3) Infracción del arto 1-214 del Código Civil en relación a la carga
le la prueba.

4) Infracción del arto 69 de la Ley de Sociedades Anónimas por
naplicación. en cuanto a la falta de legitimación efectiva de los
k'mandantes.

5) Infracción del arto 55 dl' la Ley de Sociedades Anónimas que
le¡ermina la posibilidad de quedar válidamente constituida la Junta
Jcneral para tratar de cualquier asunto cuando esté presente todo el
~;¡Ipiial social.

d) Interpuesto el recurso de casación. se pasaron las aCluaciones al
\1inisterio Fiscal que estimó procedente el. recurso en su t.otalldad.
1c\olvicndo los Autos con la fórmula de ((VistO», de conformidad a lo
'~tablecido en el art. 1. 709 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. dictándose
lor el Trihunal Supremo el Auto objeto del amparo, por el cual se
Jedara inadmisible el recurso de casación con base en unico funda­
nento de Derecho que textualmente dice: «Procede la inadmisión del
·ecurso. conforme a lo dispuesto en la regla ~ del arto [710 de la Ley
le Enjuiciamiento Civil al pretender llna nueva valoraclO~ de la~
lruebas practicadas y apartándose el recurrente dl' las practicadas m
:ombatirlas adecuadamente».

3, Se alega vulnerarión del derecho a la tutela judicial. efectiva
_'onsagrado en el arto 24.1 de la Constitución con apoyo en las Siguientes
'azones:

El art. 1.692.4 de la Ley dl' Enjuiciamiento Civil, determina qu~ el
,ecurso de casación habrá de fundarse. entre otros. en el motivo
:onsistente en (Error en la apreciación de la prueba hasado en
jocumcntos que obren en autos que demuestren la eqUIvocacIón del
Illzgudor...» y, por tanto, si el recurso no se admite «al pretender una
nUl'va valoración de las pruebas practicadas...»). como señala el funda­
mento único del Auto dl' la Sala Primera del Tnbunal Supremo. se entra
:n contradicción, que en el presente supuesto. determina la carencia de
tutda efeCliva de los derechos de mi representada.

La regla 2 del art. 1.. 710 de, la Le)' de EnJuiciamiento.Civil. permite
1 la Sala dictar auto dc inadmlslón {{si. apartandose mamfiestamente el
T'C\lrSO de la apreciación probatoria efectuada por la Sentencia para fijar
O~ hechos. no se mtentan' la impugnaCIón por la via adecuada». ~l
Tl"Urso de casación interpuesto no ~e aparta de la apreciacHin probatona
le la Sentencia. \' en todo caso, no 10 hacen en todos los Cinco motIvos
jd recurso que constan arriba reflejados. Y' en lOdo caso. la io:pugnanon
;c mienta, en uno de ellos expresamente. mediante la alcgaelon del error
.'11 1<'1 apreciación en prueba: motivo 4 del art. 1.692 de la LE.C.

Ll regla 2 del articulo 1.710. en rclación con el motivo 4 del
IrI, 1.692 dc la mlsm<l Ley de EnjuiCIamiento ("i\"tl. no puede e,l mngun
'aso Sl'rVlr, por una mterpretaclón de rigorismo formalista. a la
neficacia de la tutela judicial que como derecho primordial estahlcCl' 13
~onstilución. .

En definitiva. l<l ví<l adl'cuada para combatir la apreClacióll prob<lto­
in a que se refiere el art L710 es la fundamentación del rccurso en el
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motivo 4 dl'l 3ft. 1.692: error en su apreCiación. motivo que es el
primero del recurso de casación interpuesto por mi mandan le ante la
Sala Primera del Tribunal Supremo.

Si a lo anterior se une que el recurso de casación es la única
posibilidad de segunda instancia, y que la reforma de la Ley de
Enjuiciamiento Civil de 1984 haee desaparecer la exigencia del forma­
lismo a u]¡ranza desarrollado anteriormente en este recurso, resulta
evidente, que la tutela Judicial efectiva para el examen del ret:urso de
casacion presentado. por el cxamen de sus mollvos y por la producClon
de una rcso]uClón judicial fundada en Derecho.

La STC 691 1984. de 11 de junio, declara que debe darse siempre una
interpretación del ordenamiento en el sentido más favorable para la
efectividad del derecho fundamental. derecho al prm:eso 'yo sus recursos,
derecho a la tutela efectiva.

Se suplica la nulidad del Auto recurrido y se declara el derecho del
demandante a la lutela judiCIal efectiva. mediante el mnOClmlento )
sustanciación dl'l recurso de casación.

4. El4 de julio se dictó prO\idencia admitiendo el recurso a trámite
\ < recibidas las actuaciones judiciales. por providencia de 1~ de
septiembre se acordó tener por personadas y p~:lfte en el procedi01lenlO
a don JU<ln Smlón Malina v don Manuel Garda Fernández, representa­
dos por el Procurador don Albita Martincz Diez. y dar vista de las
actuacione:-, a las partes personadas y al l\-1misterio Fiscal. por plazo
común de \'Cinte dlas <11 objeto de que formulasen las alegaClunes
pertinentes

5, La sollCllante de amparo suplico el otorgamiento de amparo.
formulando l'll ~u fundamento alegaCIones que. en esenCIa, reproducen
Ins \,a expuestas en el escnto de demanda e IIlSlstlendo en que el recurso
de casación se ha madmitido en aplicación de una causn legal lOcxis­
tente. en cuanlO qUl'la regla 2 del arl. 1.710 de la Ley de. EnJuiciamiento
Ci\"il no puede interpretarse de forma tal que deje SlO contel'lIlio el
motivo de casación que autoriza el art. 1.691.4 de la misma Ley.

A ello ~e anadc que la resolución Impugnada ,:arece de mOll\'ación
que se refina ,1 las cuatro reslantes cnusas que fundamentaron el recurso
de casaóón.

6. La pane demandada solicitó la denegaCión del amparo con base
en los siguientn nllonamlentos:

La alegación de la presunta infracción del precepto constitucional
in\·ocado. por la parte aclOr<L parte dl' la errónea y grave creencia de que
aquí es aplicabk la doctrina impecablementc scntada por cste .\,110
Tribunal (resoluciones de las que son C\ponente las SSTC 81/19<'\6. de
10 de junio: 103/1986. de 16 de julio. y l29/l9S6. de 28 de octuhre).
segun la cual «el derecho de tutela judll"lal efectiva sin mdefenSlOn.
conslilUcionalizado en el art 24 de la Le\' fundamental, se desconoce e
infringe cuando se interpretan los requisitos procesales del recurso de
casación ('Ívil ,--'on un rigorismo formal que no resulla acorde con su
finalidad~).

Pero eslO. no sucede en absoluto en el caso planlendo, pues no ha
existido por parle de la Sala Primera del Trihunal Supremo interpreta­
ción formalml'Dle rigorista de requisitos procesales en el rccurso de
casaClOn.

El Auto recurrido de amparo cumple con el requisito. consagrado
constituciotl¡:¡lmente en d núm. 3 del art. 120 de la ConstitUCIón
española y qUl' exigen los arts. 359, 364 y 371 de la Ley de EnJUicia­
miento Civil. de la motivación. porque como ha señalado la Sala
Primera del Trihunal Constilucion<ll en su STC 174/1987, recogil'ndo la
doctrina ya sentada en dos Autos de fechas 10 de septiembre de 1986)
16 de septiembre de 1987, ,da conexión entre los arts. 14 y I~U de la
Constilución espanola no impone una especia! estructUf<l en d desarro­
llo dl' los razonamientos de las Sentencias: una moti\'aclón escuela \
concisa n(, dl'ja, por ello. de ser lal moti\acion. aSI como una
fundamentJeiun por remisión no deja I<ltnpoco dc serlo. de smisfacl'!" la
exigencia com¡ituóonarde lul<:la judicwl efecti\a».

Tampol'O ¡l''>tilla conculcado el derecho ¡¡ la tutela Judicial dl'l·I1V¡¡
cuando utl n'curso interpuesto se inadmill' por el órgano judicial
compctenll' en ;.ltención a la l'oncurrCllCl<l dl' un mOlivo legal de
inadmisión (rt'.gla ~ del arto 1.710 de la Lc\ de EnJuiciamil'llln Ci\il)
siempre que !1n sea injustificad;¡ ni Jrbitraria la interpretación ~

aplicación del nlismll al caso concreto. pues ello supone el ejerciCIO lk
unas funci\ml:~ que. de acuerd{) con t'l an 117.3 de la ConslÍtllción
Española, corresponden en exclusiva a los lueces ~ Tribunales ordina­
rios, como h.. señalado este ,i,lto Tribunal. cntre otras Sentenci;¡~ ,'n la
de .20 de junio de 1986. 23 y 29 de lebrero de 1988.

La caUS;l dl' inadmision del recurso dl' casnción ha SIdo apreciada por
t'l Tribunal jllzg;.ldor en aplil"ación correcta dl' una norma procesal (regla
:; del art. I ¡lO de la Ley dI: Enjuiciamicnlo Civil). quc dl' igual modo
ha sido eorrenamente interpretado en euanlll que conforme a lo
dispuesto en L1 regla 2 del an 1.710 de la Ley de Enjuicinmienro Civil.
se autoriza a LJ 'Sala ((tambil'n dictará». en sentido imperativo) <l diclar
\uto de inadmisión .. cuando. no obstantl' habl'rse tenido por preparado
el recurso este ~lpartándosl' manifÍt'stamelltc de la apreciaCIón probatoria
efectu<ldJ por Ll Selltl'nda par;¡ fijar los hechos. no Sl' lOtt'ntare la
illlpugnacioTl '.lur la da adecuadJ.
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El reCllrrcnl<: de amparo se empecina en afirmar que ha existido error
en lJ apreciación de la prueba. propuesta y practicada en la instancia
única. cuando 13. realidad es que aquél ni acreditó ni aparece constancia
rC'.icilada dI;:' que en la fecha de 1m. acuerdos impugnadus Jos demandan­
le~ no fueran SOCtOS de la emidad demandada por haber vendido sus
acciones en II de noviembre de 1982. Y. dado que. los hechos
declarados probados en el fundamento de Derecho cuano de la
Sentencia recurrida en casación. mejor dicho. de su apreciación con­
Junt¡L pretendió el recurrente apartarse manifiestamente intentando
traer e:x¡cmpor¡ineameme los dos contratos privados de compraventa
suscritos el JI de noYiembre de 1982, inexistentes hasla entonces en el
proceso. nos permite llegar a la conc1us.ión que la causa legal de
inadmlsión im-ocada en el Auto recurrido no vulnera en modo alguno
el derecho fundamental protegido por el art. 24,1 de la Constitución
Espanola.

.\! traer al recurso de casación los documentos suscritos el 11 de
nO\iembre de 1982. inexistentes en todo el proceso de instancia. el
recurrente claro que ha pretendido una nueva valoración o apreciación
dl' la prueba. tratando de sustraerla de la potestad jurisdiccional. por lo
que. se aparta manifiestamente de las pruebas practicadas y. en
consecuencia, no las ha combatido por la vía adecuada. Al contrario. la
impugnación de aquella apreciación probatoria la ha pretendido utilizar
la n..'currentc-. intentando confundir o c-nganar al Tribunal juzgador. por
l'u;.a criticable conduc-ta mi parte expresamente se reserva desde ahora
el cjerricio de toda clase de acciones ti'ente a la Sociedad recurrente del
amparo constitucional.

El Ministerio Fiscal inH:re~o el otorgamiento del amparo por las
siguientes razones:

Es reilerad<l la doctrina dc este :-\110 Trihunal en la .que se establece
qUl' la determinación de la concurrencia de los requisitos legales de
Inadmisión del recurso de casación es materia de legalidad ordinaria.
Zllrihuida por el <lrt. 117_3 de la Conslitución a los órganos judiciales y
Ulll("rl'13mente. en este caso, a la S<lla Primera del Tribunal Supremo.
porqul' la resolunón que inadmite un recurso. por causa legalmente
prnista. tamhién satisrace e! derecho a la tutela efectiva.

Pero tamoJl;n es doctrina de l'sle Alto Trihunal que el acceso al
recurso de casación, que es un medio puesto a disposición de las partes
en 10\ asuntos en que se admite. está comprendido en e! derecho
(undJmental a la tutela cfeetj\'a del arto 24.1 cuando la inadmisión na
eSlj suficientemente Justificada. \' qut' la interpretación de los motivos
de Inadmisión del recurso de casaClón realizada por los Tribunales
puede ser ohjeto de revisión por vía del recurso de amparo. por cuanto
que el den:cho a la lutela judicial efc(·tiva no puede ser comprometido
ni obs1awlizado mediante la imposiCión de form<llismos enervantes o
:.lcudiendo a inlerpretaciones de las normas que regulan las exigencias
fornw1es del proceso derivadas de su sentido propio. que deben
in1erprctarse a la luz del art. 14_1. Toda causa de in<ldmisión. por
consiguiente. debe ser razonada y basada en la interpretación más
1',l\orable a la efecti\'idad del derecho al recurso. La inaclmisión. en otro
caso. puede generar una vulneración de! derecho a la tutela judicial
dccti\-a.

Después de la reforma introduClda en la casación civi.l por la Ley
3-t/ 1984. de 6 de agosto. quc elimina en gran parte el rigor formal de que
adollYía con antcrioridad. las causas de inadmlsión del recurso de
(<l'>ación son las comprendidas en el art. 1.710 de la LE.c .. sin que.
como norma 11m ita ti va de derechos. admita la interpretación extensiva
ni aplicaóón analógica. '

El Auto de la Sala Primera del Tribunal Supremo inadmite el recurso
d... ("a"aClón interpuesto por la reprcsenlación de la Companía mercantil
«FalO. Cine \ Vídeo UniversaL Sociedad Anólllma}). fundándose en la
r...gla segunda del ano 1.710 de la LE.e. «por pretender una nueva
\aloración de las pruebas practicadas) apartándose el recurrente de las
practt\:adas sin combatirlas adecuadamente)¡

La regla segunda del ano 1,710 de la L.E.e. establece tomo eausa de
Jll:tdmlSlón del recurso. entre otras. «SI apartandose manifiestamente el
rCCUTSO de la apreCIación probatoria efecluada por la Sententia para fijar
los hechos. no se intenta 1<1 impugnación por la via ade('u<lda}}_

[qa causa de inadmisión equi\ale a decir (jue la apreciación de la
pTueb~j realizada por t:l Tribunal (J l/l/O. debe impugnar'>e en casación por
d L'élUlT del núm_ 4 del art. 1,692 dc la LE.( \" hasarse cn documentos
que l'hnm en autos que demuestren la cquivocación dcl Juzgador sin
rcsult:n contradicho por otras pruebas. La prueba sólo se puede
('·Oll1h:ltir al amparo del citado núm. 4. que es lo que. en este caso.
prL'1l'lldía el recLlrrente. al artiudar el primero de los motivos de
ca'>aci(111 fundado en el núm 4_ del an_ 1.692 de la LE.C. ((cn cuanto
,'\lstL' error en la apreciación d\.' la prucba. basado en (!ocumentos que
<lhran en autoS)} En el desarrollo del motivo se mencionan los
documentos en lo'> quc funda el erro!'. quedando suficientementl.'
Identificados. conforme pri:\lenc 1.'1 art. 1, 7fl7 de la LLC.

Pejr otra pane_ d Auto d... inadmisión \(ilo se refiere en w único
fundLlmenlO_ al moti\o en ¡;j que cl l'eeurrente denuncia el errOT en Ia
:tpreCI,telÓn de la prueba: no aludl.' (j los ucmás mOllVOs de casaclOn
~("ualJ'o- (jUl' Sl' artiCUlan ái <lmparo d('1 núm_ :; del arl 1.69~. Citándose
L'n l'ilda lino d{' c11o~ ]¡¡~ 1l0rm"IS del urdCn;¡Jlllcn\()lurídl("o que sc
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consideran infringidas, Cabe pregumarsesi a estos motivos también les
alcanza la causa de inadmisión prevista sólo para cuando no se impugne
correctamente la apreciación de, la prueba. En tal caso, supondría
efeclUar una iBterpretación extensIva o una aplicación analógica de un
preceplo que, como limitativo del derecho a recurrir. no admite una ni
otra.

La nueva regulación de la casación permite que la inadmisión no
afecte a lodos los motivos -arto 1.710.3 de la L.E_C.-; en el auto que se
dicte pueden admitirse unos motivos e inadmitirse otros, de manera que
sólo los primeros se examinan en la posterior fase de decisión. La
inadmislón de un motivo no ha de arrastrar necesariamente a los demás.
sobre IOdo cuando éstos tienen un fundamento juridico distinto.

En cualquier caso, las causas de inadmisión, que han de estar
legalmente previstas. tienen que intepretarse en la forma más favorable
para la efectividad del derecho al recurso. porque la inadmisión puede
generar. en efecto. la vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva
consagrado en el art. 24.1 de la Constitueión como a juicio de este
Ministerio Fiscal acontece en el supuesto que por medio de este recurso
de amparo se somete a la decisión de este Alto Tribunal.

8. Por providencia de 19 de marzo del corriente año se señaló para
deliberación y votación el día n de abril de 1990.

11. Fundam~ntos jurídicos

l. En procedimiento especial de impugnación de Acuerdos sociales.
regulado en el arto 70 de la Ley de Sociedades Anónimas. de 17 de julio
de 1951, la demandante de amparo interpuso recurso de casación
fundado en cinco motivos, el primero. por error en la apreciación de la
prueb"l -art, 1.692.4 de la Ley de Enjuiciamiento Civil- }', los otros
cuatro, por aplicación--indebidae infracción de determinadas normas de
la Lcy de Sociedades Anónimas y del Código Civil -art. 1.692.5 de la
citada Le} procesal-, siendo dicho recurso de casación declarado
inadmisible por el Auto aquí impugnado. cuyo único fundamento ,de
Dcrecho es del tcnor siguientc·. «Procede la inadmisión del recurso.
conforme a lo dispuesto en la regla segunda del arto 1. 71 O de la Ley de
Enjuici<lmiento Civil al pretender una nueva valoración de las pruebas
practicadas y apartándose el recurrente de las practicadas ni combatidas
adecuadamente».

La demandante. en apoyo de su pretensión de amparo, alega. Y' con
l~lJa cuincide el Ministerio Fiscal. que la citada resolución judicial
\'ulnera el derecho a la tutela judicial efectiva. reconociendo en el arto
2.4.1 de la Constitución, en cuanto que. respecto al primer motivo de
casación_ realiza una interpretación errónea y rigorista de la causa de
inadmlsión, incurriendo en contradicción con lo dispuesto en el arto
1.692.4 de la Ley de Enjuiciamiento CiviL que es desfavorable a la
efectividad del derecho fundamental, invocado y. en relación con los
otros cuatro motivos de casación. que no se contiene en esa resolución
judicial motivación alguna que justifi.que la inadmisibilidad de los
mismos.

Se denuncian. por consiguiente. dos clases distintas de vulneración
constitucional que requieren ser examinadas y resueltas por separado y
que consisten, respectivamente. en interpretación rigorista, errónea y
contradictoria de una causa de inadmisión. incompatible con el derecho
a ,-,('ceder al recurso de casación por el primero de los motivos que lo
fundamentaron y en falta de motivación en lo que afecta a la declaración
de madmisibilidad'de los restantes motivos de casación.

1. Como consideración de tipo generaL que debe tenerse en cuenta
cn la resolución de ambos problemas, procede señalar qUt' el derecho a
la tutela judicial, no garantiza directamente, en el proceso civil. otros
recursos que aquellos expn.'samente previstos en las leyes, siempre que
se hayan cumplido los requisitos y presupuestos que en las mismas leyes
se establezcan y ,la pretensión impugnatoria sea adecuada ea,:! la
naturalCla y amblto obJetiVO del recurso que se trata de uuhzar.
derivándose de ello que si la LI.'Y -en este caso el art. 70 de la Ley de
Socicdades Anónimas- configura el proceso como úniea instancia por
no conceder más recurso que 1.'1 de casaCión. la ineXIstencia legal de
apelación no autoriza. en modo alguno, a convenir la casación en una
segunda instancia en la que puedan plantearst' libremente cuestiones de
hccho más allá de los límites que en esta materia son caractcristicos de
la funCión casaclona!. Slno que dehen mantenerse en sus Justos térmlllos,
la urdl'nación._ configuración Y, tines que al recurso extraordinario de
CaSaC1011 le aSIgna el ordenamiento luridlco. pllesto que esta clase de
l'ccurso. y no el ordinario dc apcÚción, el que la Ley, ha querido
concl'del a las parte~ v, por tanto. el que les garantlza.. con sus
pecullilndadcs específicas. el derecho ;¡ la tutela judICIal efectl\·a.

J. Entrando Yél en la priml'f1J dc la vulneraciones denunciadas.
debl'mlls scñalar que el recurso de casal"lon fu\.' ongmanarnente conce­
bido. más por razones políticas que jurisdiccionalc-'>. como un instru­
mento procesal de defensa dc la Ll';' ;. de unifir:aclón de los cntenos
ludll"laks de mterprelaClón de las nornns JUlIdlcas y. en Virtud de ello.
lél inlrodur:ción de cuestiones de hecho Ln tal clase de recurso í"ul'
I-nil:¡aillll"nte l"()Jlsicicrada ("amo una cierta desnaturalización del mismo.
liue I:t~ Iv;....s sólo admitil'ron de 111<lllcr:t mll~ ¡cstrietiv:J ;. rígidamente
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La Sala Segunda del Tribunal ConslítucionaL compuesta por don
Francisco Rubio L1orente, Presidente, don Eugenio Diaz Eimil. don
Miguel Rodriguez-Pinero y Bravo·Ferrer. don José Luis de los Mozos ~

de los Mozos y don Alvaro Rodrígucz 8{'reijo. Magistrados ha pronun­
ciado

7

En el recurso de amparo núm. 476/88. interpuesto por dona Ange­
les García Blanco, representada por el Procurador de los Tribunales
don José Granados Weil y asistida por el Letrado don Juan Eugenio
Blanco Rodríguez contra la Sentencia del Tribunal Central de Trabajo
de 6 de oetuhrc de 1987 Han sido partes el Ministerio Fiscal y el

SENTENCIA

la siguiente

EN NOMBRE DEL REY

Publiquese esta Sentencia en el «Boletin Oficial del Estad())).

Dada en Madnd. a veintitrés de abril de mil noveclCntos
noventa.-Francisco Rubio L1orente.-Antonio Truyol Serra_-Eugenio
Diaz Eimil -t\-figucl Rodríguel+Piliero y Bra\o-.~l'rre~.-José Luis de" los
Mozos \ d,' lüo;, \1ozos_-Alvaro Rodríguez Brrel.10.-Flrmados y rubnca-
dos .

que la segunda de ellas no merece. en modo alguno. las calificaciones de
errónea. rigonsta :- contradictoria. sino la de razonable, sólidamente
fundada en Derecho y plenamente conforme con la naturaleza del
recurso de casación y, por ello, debeni denegarse el amparo, en el
extremo aquí contemplado. si dicha interpretución resulta aplicable al
caso de autos.

El fundamento jurídico ('uarto de la Sentenna de instancia, en el cual
se hace constar que el documento de 11 de no\·iembre de 1982 no se ha
acreditado. 111 siqUIera resenado, procede a realizar la valoración
probatoria lid documento de 4 de o('tubre de 1983 con el resultado de
negar que por el mismo se haya acreditado el hecho de que los
demandantes hubiesen \endido sus acciones al tambicn socio don
Luciano Sanchel Arahuetes y que, en consecuencia, éste se hubiera
convertido en socio único de la Sociedad ((Foto. Cine \' Video Universal.
Sociedad Anónima), es decir. el juzgador no ha presc(ndido de la prueba
documental l'1l la que se apoya el primer motivo de casación, sino que
la ha \·ulorad(l ) apreciado con el resultado negativo que se deja dicho
y ello pl.'fmitf ill Tribunal Supn.:mu dl'clarar jmH.1misible el motivo oc
casación alegado con apoyo en el art. 1.692.4 de la Ley de Enjuicia­
miento Ci\il. sin que se produzca. por ello, le'sión del derecho a la tutela
judiciaL pues tal decisión. según lo expuesto. constituye aplicación
razonada y ralOnable de una causa de inadmisión prevista en la Ley.

4. Tampoco procede acoger la denuncia de \'Íolación del derecho a
I¡l lutela judicial por faltu de mOli\ación de la inadmisibilidad acordada
en relación con los otros cuatro motivos en que el recurrente fundó su
recurso de casación, pues tal dl'nuncia se apoya en la idea equivocada
de que la causa de inadmisibilidad aplil'ada por el Tribunal Supremo se
refiere únicamente al primero de los moti\'os que hemos anteriormente
examinado cuando lo cierto es que esa inadmisibilidad ha sido
dl'c!arada globalmente respecto de todos y cada uno de los moti\-os
in\ocados en la casación y ello es lógico y razonable que así se hlCiera.
dado que los euatro motivos a que se refiere el recurrente dependen
directamente del primero en la medid'l en que. sólo sustituyendo el
hecho declarado probado en la Sentencia de instancia por el hecho
contrario de haher vendido los socios demandantes sus acciones, puede
sostenerse qUt· la misma ha incurrido en '-lplicución indebida () infrac­
ción dc los preceptos legales que fundan esos cuatro moti\'os de
casacian

La connsion del fundamento único de la resolu('ión impugnada no
impide compI·,'nder qUl' el Tribunal Supremo ha estimado que el
apartamil'nto manifiesto de la apreciación probatoria efectuada en la
Sente!1(.'la de instancia es predicable de todo~ los motivos en que se
fundó la casación y. en su consecul'nciu. procedió a aplicar a los mismos
la causa de inadmisibilidad que prniene, en tal sentido. el art 1.710 de
la Ll'\ de EnjuiCiamiento Ci\'íL la cual resulta así dotada de la sufiCIente
moti\-uclon tll!!: impone el arto 24.1. en rda~'ión con el 1~0.3 de la
Constitución.

Ha deCldido

Denegar el amparo solicitado por (Foto. Cine} Vídeo UniversaL
Sociedad Anónima)). contra el Auto dc la Sala Pnmera del Tnbunal
Supremo de S de febrero de 1988. dictado en recurso de casación
número 1.778/1987.

En atención a todo lo expuesto. el TH.IHUJ'\AL CONSTITUClO:-';AL POR
LA AL:TORIDAD Ql'f LE CO/,>;FIERE LA ("ONSlrr¡;C]ÓI'" DE LA :""'UOI'"

ESPA;\;OLA..

Sala Segunda. Scntcncia 74/1990. de 23 dc ahril. RcCl/I'su
dc amparo 476/1988. Contra Sentencia del Trihunal Cen­
!ml de TrabajO !"eca/da ell procedimiento de pensión pur
inralide:; permancntc. f 'ulncraciull del derecho a fa tlllela
judicial e(('ctira por incongrucllcia de la resolución jlldicia!.
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formalista al objeto de reducir al máXImo la admisión de dichas
cuestiones de hecho.

Esta concepción original fue. sin embargo. sometida a un largo y
-polémi<:o proceso de superación que ha dado paso a la casi unámme
doctrina actual que. por razones de justicia material y de la dificultad
tl;cnica que plantea la distinción entre el hecho y el Derecho. fuene-

o mente contestada por un importante sector de 1<1 ciencia Jurídica
moderna. considera más conveniente y adecuado dar entrada en la
casación. sin los antiguos recelos. a las cuestiones de hecho. si bien ello
dcba realizarse dentro de las limitaciones que se derivan naturalmente
de b condición de recurso extraordinario que caracteriza <l la casación.
cuyas_ finalidades nomofiláctica y unificadora, sin perjuicio de la
lle\lbll!zaClón que exige su actual concepción. sIguen siendo predomi­
nantes. al menos en nuestro Derecho positivo, contenido en la Ley
J4jl984, de 6 de agosto. de Reforma Urgente de 1<1 Ley de Enjuicia·
Imento Civi1.

Según dicha Ley de Reforma, el nuevo art. 1.692.4 de la Ley Procesal
Civil incluye. entre lo::; motivos que pueden fundar el rccurso de
casaCión. el ((error en la apreciación de la pruebél basado en documentos
quc obran en autos que demuestren la equivocación del juzgador sin
resultar contradichos por otros dementos probatorios)).

Una primera lectura de este precepto podría conducir a la conclusión
de que la demandante de amparo y el Ministerio Fis('al tienen razón
cuando sostienen que aplicar a dicho motivo de casación la causa de
inadmisión prevista en el an. 1.710.2 de la misma Ley, consistente en
apartarse manifiestamente de la apreciación probatoria efectuada por la
Sentencia para fijar los hechos sin intentar la impugnación por la vía
adecuada, constituye una interpretación errónea y contradictoria que
impide. de manera no rtlzonable. l'1 acceso a la casación por el cauce del
indicado motivo de casación, puesto que. a su juicio, la únicél Yia
adecuada para impugnar la equivol,:¡¡;:ión del juzgador en la apreciauón
de lu prueba es. preci~mente, la que wnfiere el an_ 1691.4 de la Ley.
el cllal quedaría desprovisto de contenido alguno si su utilización se
id,'ntifica con l'l in1l,'nto de "ustiwir la valoración de las pruebas hechas
por el juzgador por la defendida por el recurrente. ya que. en tal caso.
la referida causa de inadmisión del art. 1. 71 0,2 haría de imposible
aplicación el cauce casacional del arto 1.692.4. privando al recurrente de
utilizarlo como vía de acceso al recurso. que le garantiza el derecho a la
tutela judicial.

Sin embargo. un más detenido análisis dl' ambos preceptos legales
-arb.I.692.4 y 1.710,1- nos conducen a entender que la tesis del
demandante \' del Ministerio Fiscal se funda en un erróneo entendi­
miento del sentido y alcance del art. 1.691.4. que no tiene por ohjeto dar
entrada en el recurso de casación a todu denuncia indiscriminada de
error en la apreciación de los hechos. sino tan sólo a aquéllas que vengan
fundadas. para acreditar el error. en prueba documental que. obrando en
los autos no haya sido tenido en cuenta por el juzgador al realizar su
juicio de \·aloración probatoria. es decir. el citado motivo de casación no
incluye l'I supuesto de que el órgano judicial, habiendo ponderado todos
los elementos probatorios aportados al pro('eso. incluida la prueba
documental. haya fijado los hechos que considera probados. los cuales
no tienen porqué coincidir con los que la parte ha tratado de probar
mediante prueba documental, sometida igual que las demás a la
apreciación del juzgador. pues en tal supuesto el recurrente no trata de
demostrar con documentos error en la apreciación de la prueba. sino de
discrepar de la valoración que a los mismos ha dado el órgano judicial.

Nos encontramos, por lo tanto. entre dos distintas interpretaciones:
la del solicitante de amparo, que conduce a emender que existe
contradicción entre los arts. 1.691.4 y 1.710.2 de la Ley de Enjuicia­
mIento CIviL que los bac(: de imposible aplica<:Íón conJunta, la cual
solamente seria posible si se considera que la inadmisibilidad por
apartamil'nto manifiesto de la apreciación probatoria efectuada por la
Sentencia no es aplicable al m'otivo <le casación previsto en el
:trt. 1.692.4. y una segunda interpretación. según la cual no existe tal
contradin::ión en cuanto que ese motivo de casación sólo permite
introducir cuestiones de hecho. cuando el juzgador haya omitido o
prescindido de valorar la fuerza probatoria de los documentos aportados
al proceso. que SI.' invocan como acreditativos del error de apreciación
de la prueba.

Es claro que a este Tribunal no corresponde dccidir cuál de· esas dos
interpreluciones es la kgalmente más correcta, síno tan sólo establecer'


